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De mi mayor consideración:

 
A LA SEÑORA DIRECTORA DE DERECHOS HUMANOS Y TEMAS DE GÉNERO

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES Y CULTO

MTRO. Da. MARÍA GABRIELA QUINTEROS

S                             /                                  D

Tengo el agrado de dirigirme a usted, en respuesta a su Nota NO-2018-53751590-APN-DDDHHTG#MJ,
por la que se remitió una comunicación de la Relatora Especial sobre una vivienda adecuada como
elemento integrante del derecho de un nivel de vida adecuado, la Sra. Leilani Farha.

Al respecto, en Argentina el derecho a la vivienda es un derecho humano consagrado en la Constitución
Nacional y en diversos tratados internacionales con jerarquía constitucional.

De este modo, el artículo 14 bis de la Constitución Nacional afirma que: “El Estado otorgará los beneficios
de la seguridad social, que tendrá carácter integral e irrenunciable. En especial, la ley establecerá: (…) el
acceso a una vivienda digna”.

En efecto, desde del Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda se busca asumir la complejidad que
implica dar solución a los problemas de urbanización, y por eso se vincula al concepto de hábitat, que
amplía y complementa la noción de vivienda y suelo. De esta forma, se otorga a las problemáticas de
vivienda y hábitat un abordaje integral, en vías de dar acceso a todas las oportunidades potenciales de
desarrollo vital que otorgan las grandes urbanizaciones, a través de la implementación de baterías de



instrumentos urbanísticos coordinados.

El Plan Nacional de Vivienda ha adoptado el concepto establecido por el Comité Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, que entiende como “vivienda adecuada” a la que satisface los
indicadores: seguridad jurídica, disponibilidad de infraestructura y servicios, habitabilidad, asequibilidad,
accesibilidad, adecuación cultural.

Destacando la importancia de garantizar el derecho a la vivienda, el acceso a la justicia para dicho fin, es
un tema importante en las agendas de modernización de los sistemas de justicia.

En tal sentido, la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, a pedido de la Subsecretaría de
Acceso a la Justicia del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, realizó un diagnóstico de
necesidades jurídicas insatisfechas y niveles de acceso a la justicia, y elaboró una línea de base para el
monitoreo y evaluación de indicadores de niveles de acceso a la justicia[1]. Los trabajos de campo se
llevaron a cabo en el año 2016 y los datos relevados suponen una cobertura geográfica nacional.

Del estudio surge que casi un tercio de la población encuestada, manifestó haber tenido al menos un
problema jurídico en los últimos tres años. Un 54.1% no se consideró capaz de resolver sus problemas
jurídicos mediante sus propias capacidades o conocimientos. Asimismo, dos de cada cinco personas tienen
necesidades jurídicas insatisfechas, consecuencia de no estar satisfechos con el asesoramiento recibido o
con el resultado obtenido en los casos en que no hubiesen decidido asesorarse.

En particular, en la caracterización de problemas jurídicos, la vivienda representa un 15% de los problemas
identificados. Dentro de los problemas más graves, la pérdida de vivienda en una escala de 1 a 10,
representa un 9.6, figurando en el primer puesto de los 25 tipos de problemas más graves.

Conforme surge del estudio efectuado, la estrategia adoptada por la población encuestada para resolver
dicho problema, fue mediante el acceso a una oficina u organismo público (22,9%) y mediante búsqueda de
asesoramiento profesional (15,5%).

Por otra parte, conforme surge la Encuesta Permanente de Hogares de 2015 realizada por el Instituto
Nacional de Estadísticas y Censo (INDEC), el 13,5% de las viviendas de todo el país vive bajo un régimen
de tenencia informal.

Asimismo, resulta oportuno informar que hasta agosto de 2018, más de 150.000 familias retiraron sus
Certificados de Vivienda Familiar (a través del ANSES, operativos móviles y El Estado en tu Barrio),
documento que sirve como acreditación de domicilio ante cualquier autoridad y habilita a las familias a
solicitar y acceder a servicios públicos como agua corriente, cloacas, energía eléctrica y red de gas natural.
A agosto de 2018, restan 320.000 Certificados de Vivienda Familiar disponibles e impresos en ANSES
listos para ser entregados a las familias.

Finalmente, con relación al caso solicitado como ejemplo de protección del derecho a la vivienda, cabe
destacar la jurisprudencia desarrollada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) sobre
dos grandes problemáticas, la falta de acceso a la vivienda y la protección frente al desalojo.

En tal sentido, se destaca el caso “Q. C. S. Y. c. Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/amparo” Q 64
XLVI del 24 de abril de 2012, donde la CSJN realizó un estudio exhaustivo del derecho a la vivienda
adecuada y su decisión judicial incidió favorablemente en la protección de una familia que peticionaba al
Estado por falta de acceso a la vivienda.[2]

En este fallo, la CSJN dictaminó que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se encontraba obligada a
otorgar a la actora una vivienda adecuada, ordenando intervenir con equipos de asistencia social y salud, a
los fines de asegurar que el niño integrante de la familia disponga de atención y cuidado, así como
garantizar a su madre un alojamiento con condiciones edilicias adecuadas a la patología que presentaba el
menor. Cabe señalar, que la demandante se trataba de una mujer de nacionalidad boliviana residente en la



Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a cargo de un hijo menor con discapacidad motriz, visual, auditiva y
social, en situación de calle y en estado de extrema pobreza.

 

[1] http://www.jus.gob.ar/media/3234696/diagnosticoinformefinaldic2016.pdf

[2] Se acompaña el fallo completo en archivo adjunto.

Sin otro particular saluda atte.





fJ. 64. XLVI. 
RECURSO DE HECHO 
Q. c., s. Y. e/ Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires s/ amparo. 


Buenos Aires, v .. eÁ.Jl'·.f:,Q>...A-t~ k J.J de ':).o -12._ 


Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por S. Y. Q. 


C. por sí y en representación de su hijo menor J. H. Q. C. en la 


causa Q. C., S. Y. e/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ 


amparo", para decidir sobre su procedencia. 


Considerando: 


1') Que S. Y. Q. C., por derecho propio y en repre­


sentación de su hijo menor de edad J. H. Q. C. -quien sufre una 


discapacidad producida por una encefalopatía crónica no evoluti­


va-, inició una acción de amparo contra el Gobierno de la Ciudad 


Autónoma de Buenos Aires. Solicitó que la demandada cesara en su 


conducta ilegítima que, al denegarle la inclusión en los progra­


mas gubernamentales vigentes en materia de vivienda y no propor­


cionarle alternativas para salir de la ''situación de calle" en 


la que se encontraba junto a su hijo, violaba sus derechos fun­


damentales a la salud, la dignidad y la vivienda reconocidos no 


sólo en la Constitución local, sino también en la Constitución 


Nacional y en diversos tratados internacionales incorporados a 


su art. 75, inc. 22. 


A partir de lo expuesto, la peticionaria solicitó 


"una solución que nos permita acceder a una vivienda en condi-


cienes dignas de habitabilidad, preservándose nuestra integridad 


familiar". Aclaró que, en el caso de que decidiera brindarle un 


subsidio, su monto debía ser suficiente para abonar en forma 


íntegra el valor de un lugar que cumpliera con las característi­


cas señaladas; pues los subsidios previstos por el decreto local 
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690/06 no garantizaban adecuadamente sus derechos. Así lo estimó 


porque, por un lado, estaban sujetos "a la disponibilidad de re­


cursos del ejercicio presupuestario que corresponda" y, por otra 


parte, eran parciales y limitados a seis cuotas de 450 pesos, a 


cuyo término sólo podía solicitarse el pago de cuatro cuotas 


adicionales, a criterio de la autoridad de aplicación, aún cuan­


do los peticionarios demostraran que subsistía su situación de 


desamparo. 


Ante tales circunstancias, la actora solicitó una me­


dida cautelar, que fue concedida y a la fecha se encuentra vi­


gente (ver fs. 65/67, 261/262, y fs. 2 de la versión taquigráfi­


ca de la Audiencia Pública llevada a cabo ante este Tribunal el 


día 15 de septiembre de 2011). 


2') Que la Jueza de primera instancia en lo Conten­


cioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires 


hizo lugar a la acción de amparo. 


mismo fuero confirmó lo decidido 


La Sala II de la cámara del 


y resolvió que "frente a la 


acreditada situación de vulnerabilidad en la que se encuentran 


la amparista y su grupo 


[por el decreto 960/08, 


familiar y a que el monto establecido 


modificatorio del decreto 690/06] ... 


podría resultar insuficiente para garantizar el derecho afectado 


... la demandada deberá proveer ... un subsidio que les permita, a 


la actora y a su grupo familiar, abonar en forma íntegra un alo­


jamiento en condiciones dignas de habitabilidad, hasta tanto se 


acrediten nuevas circunstancias que permitan concluir que su es­


tado de necesidad ha cesado". 
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Q. 64. XLVI. 
RECURSO DE HECHO 
Q. c., S. Y. e/ Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires s/ amparo. 


Esa sentencia fue revocada por el Superior Tribunal 


de Justicia local, que interpretó las normas constitucionales y 


locales en juego y decidió reenviar la causa a la cámara para 


que dictara un nuevo fallo, de conformidad con los criterios fi­


jados en su decisión. 


3 o) Que, corno fundamento, el a quo sostuvo que las 


cuestiones discutidas en este expediente guardaban sustancial 


analogía con las debatidas y resueltas por ese Tribunal en la 


causa "Alba Quintana", del 12 de mayo de 2010, a cuyos argumen­


tos y conclusiones remitió. Según el citado precedente: 


Para determinar las obligaciones del Gobierno de la 


Ciudad de Buenos Aires en materia de vivienda resulta imprescin­


dible interpretar -además de la Constitución local- la Constitu­


ción Nacional y, en particular, el Pacto Internacional de Dere­


chos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC). Ello es así 


pues, "la interpretación que de él se haga servirá necesariamen­


te de pauta para la de la norma local, por.aplicación de la re­


gla hermenéutica, tantas veces recordada por la CSJN, con arre­


glo a la cual de dos interpretaciones debe optarse por aquella 


que armoniza mejor con la norma de rango superior". 


Según el PIDESC, los Estados parte no están obligados 


a proporcionar vivienda a cualquier habitan te de su país que 


adolezca de esa necesidad. Su deber se concreta en fijar progra­


mas y condiciones de acceso a una vivienda, dentro de las posi­


bilidades que sus capacidades económicas les permitan, conforme 


el aprovechamiento máximo de los recursos presupuestarios dispo­


nibles. A su vez, el Pacto impone una obligación de progresivi-


-3-







dad. Ello significa que los paises signatarios deberán adoptar 


medidas que demuestren un avance en las políticas públicas des­


tinadas a garantizar plenamente los derechos allí reconocidos. 


Sin embargo, esta mejora tiene que ser medida respecto al con­


junto general de la población, y no según lo que toque a cada 


individuo. Lo contrario supondría admitir que, por ejemplo, una 


nueva política que afecta mayores recursos y duplica los benefi­


cios disponibles podría quedar invalidada si el grupo de desti­


natarios sufre cualquier alteración en su prestación individual. 


Por último, el PIDESC impone a los Estados la obliga­


ción de asegurar la satisfacción de, por lo menos, niveles míni­


mos y esenciales de cada uno de los derechos. 


A partir de los criterios señalados, los Estados par­


te del PIDESC sólo tienen el deber de garantizar el contenido 


mínimo del derecho a la vivienda, que consiste en brindar "abri­


go" a quienes carecen de un techo. Esta es la garantía que nace 


del Pacto y a ello se limita la obligación de los paises signa­


tarios. En tales condiciones, el Gobierno de la Ciudad de Buenos 


Aires ha cumplido con su deber en tanto proporciona a quienes se 


encuentran en "situación de calle'' una red de albergues y para­


dores estatales. 


Por ese motivo, no resulta inconstitucional que los 


subsidios previstos por el decreto 690/06 (modificado por decre­


to 960/08) sean parciales y temporarios, ni que los montos otor­


gados a sus beneficiarios resulten insuficientes para solventar 


el costo de una vivienda digna. 
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Q, 64. XLVI. 
RECURSO DE HECHO 
Q. c., S. Y. e/ Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires s/ amparo. 


Sin perjuicio de lo expuesto, el otorgamiento de sub­


sidios no es absolutamente discrecional. Por el contrario, los 


jueces tienen el deber de controlar y asegurar que la asignación 


de estos beneficios respete las prioridades previstas por el 


bloque constitucional que rige la materia. Concretamente, tanto 


el art. 31 de la Constitución local, como las pautas emergentes 


del PIDESC, impiden subsidiar a un grupo, sin subsidiar a otro 


sector que esté más necesitado. A tal fin, quien pretenda obte­


ner el subsidio debe cumplir con la carga de probar su situación 


prioritaria en relación con otros posibles destinatarios del 


régimen. 


Desde esa perspectiva, los decretos 690/06 y 960/08 


resultan cuestionables e ilegítimos, pues no contemplan previ­


siones claras que resguarden el sistema de prioridades referido, 


ni la igualdad entre iguales en el reparto de fondos; otorgan 


una considerable discrecionalidad a la autoridad administrativa 


encargada de aplicarlos para elegir a quiénes y cuánto dar; y en 


consecuencia no se garantiza que el subsidio se otorgue a los 


más necesitados frente a los que lo están en menor medida, con­


forme los parámetros constitucionales en juego. 


4°) Que, contra dicho fallo, la actora dedujo recurso 


extraordinario federal que, denegado, dio origen a la presente 


queja. 


En su apelación sostiene que la interpretación reali­


zada por el Superior Tribunal de Justicia local vació de conte­


nido a las normas constitucionales e internacionales que recono-
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cen y garantizan el derecho a una vivienda digna, lo que las 


transforma en meras expresiones de deseos. 


Alega que la existencia de paradores estatales no es 


suficiente para garantizar el umbral mínimo del derecho a la vi­


vienda exigido por el PIDESC. Sostiene que, en el caso de la 


Ciudad de Buenos Aires, los refugios y albergues sólo ofrecen 


alojamiento nocturno, no reúnen condiciones dignas de salubri­


dad, seguridad e higiene, y no permiten gozar de privacidad o 


aislamiento. 


Asimismo, manifiesta que el programa de subsidios vi­


gente no es adecuado para atender situaciones de desamparo como 


la de la actora. Detalla que se trata de medidas de emergencia, 


que sólo se otorgan por un plazo máximo de diez meses y por mon­


tos que no alcanzan para costear un lugar para vivir. 


Por otra parte, se agravia por el alcance restrictivo 


que la sentencia apelada otorgó al principio de progresividad. 


Sostiene que si la progresividad se mide con relación al conjun­


to general de la población -y no respecto de la situación de ca­


da individuo- resulta prácticamente imposible evaluarla. Explica 


que ello obligaria a los afectados por una medida regresiva a 


cotejar todas las partidas presupuestarias destinadas a todos 


los derechos económicos, sociales y culturales -de forma tal de 


determinar si la regresión denunciada puede entenderse subsanada 


o compensada-. 


Por último, considera que la demandada no realizó el máximo 


esfuerzo para lograr, progresivamente y con los recursos econó­


micos disponibles, la plena efectividad del derecho reclamado y 


-6-







Q. 64. XLVI. 
RECURSO DE HECHO 
Q. c., S. Y. e/ Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires s/ amparo. 


que las invocadas carencias presupuestarias no han sido debida­


mente acreditadas. 


5') Que, con arreglo a lo establecido en la acordada 


30/2007, el Tribunal llamó a una audiencia pública de carácter 


informativo, la que tuvo lugar el 15 de septiembre de 2011 y en 


la cual las representaciones letradas de cada una de las partes 


fueron interrogadas sobre diversos aspectos de la controversia, 


conforme da cuenta el acta y los instrumentos incorporados al 


expediente. 


6°) Que el recurso extraordinario resulta formalmente 


admisible pues se encuentra en juego la interpretación de normas 


de naturaleza federal (arts. 14 bis y 75, inc. 22, de la Consti­


tución Nacional) y la decisión adoptada es contraria a la pre­


tensión de la recurrente que se fundó en ellas (art. 14, inc. 


3', de la ley 48). Cabe recordar, en este punto, que en la tarea 


de establecer la inteligencia de preceptos constitucionales y de 


normas federales, el Tribunal no se encuentra limitado por las 


posiciones del a quo ni por los argumentos de las partes, sino 


que le incumbe efectuar una declaración sobre el punto disputa­


do, según la interpretación que rectamente les otorgue (Fallos: 


326:2880; 328:2694; 329:2876 y 3666, entre muchos otros) 


Asimismo, la sentencia apelada resulta equiparable a 


definitiva, ya que la cuestión federal que da sustento al plan­


teo de la actora fue resuelta por el Superior Tribunal local y, 


en este punto, la decisión quedará firme (Fallos: 301: 1029; 


311:1397). En efecto, el alcance que el a quo otorgó al derecho 


constitucional a la vivienda digna y la validez del programa de 
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subsidios de la Ciudad ya no podrán ser discutidos ante la Cáma­


ra, cuya intervención se limitará a aplicar los criterios fija­


dos por el Superior Tribunal a las circunstancias fácticas de la 


causa. 


7 o} Que no se encuentra debatido que la actor a y su 


hijo menor de edad son habitan tes y residentes de la Ciudad de 


Buenos Aires, y que su situación personal, económica y social no 


les permite, pese a sus razonables esfuerzos, procurarse los me­


dios para acceder a un lugar para vivir, con las condiciones 


mínimas de salubridad, higiene y seguridad necesarias para pre­


servar su integridad física, psíquica y moral. 


También se ha acreditado que, si no se encontrara vi­


gente la medida cautelar otorgada en esta causa judicial, la ac­


tora y su hijo tendrían que estar viviendo en las calles de la 


Ciudad. 


8°) Que, ello establecido, es dable recordar el marco 


normativo en el que se inserta la problemática bajo estudio, 


tanto en el orden federal como en el local. 


I. Que, por una parte, en nuestra Constitución Nacio­


nal se ha reconocido que el Estado debe otorgar los beneficios 


de la seguridad social ''que tendr¿ car¿cter de integral e irre­


nunciable" y en especial se previó que la ley establecerá ''el 


acceso a una vivienda digna, {art. 14 bis, tercer párrafo, tri­


butario en este punto del art. 37 de la Constitución de 1949). A 


su vez, la reforma operada en 1994 reforzó el mandato constitu­


cional de tutela para situaciones de vulnerabilidad como la que 


es objeto de examen al advertir que el Congreso debe "legislar y 
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Q. 64. XLVI. 
RECURSO DE HECHO 
Q. C., S. Y. e/ Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Alres s/ amparo. 


promover medidas de acción positiva que garanticen ( ... ) el ple­


no goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Consti­


tución y por los tratados internacionales vigentes sobre dere­


chos humanos, en particular respecto de los niños ( ... ) y las 


personas con discapacidad ( ... ) " (primer párrafo del art. 75, 


inc. 23). 


Esta norma dirigida específicamente al legislador fe­


deral, debe igualmente servir de pauta de orientación para toda 


autoridad estatal en su ámbito de competencia, que deberá además 


contemplar -por expreso mandato constitucional- el diseño de un 


régimen de seguridad social, especial e integral para proveer a 


la ,,protección del niño en situación de desamparo, desde el em­


barazo hasta la finalización del periodo de enseñanza elemen­


tal ... " (segundo párrafo del art. citado). 


II. Que en el plano internacional, se destaca la De­


claración Universal de Derechos Humanos -de rango consti tucio­


nal, art. 75, inc. 22- que en su art. 25 reconoce el derecho de 


toda persona "a un nivel de vida adecuado que le asegure, así 


corno a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 


alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y 


los servicios sociales necesarios" ... ''a los seguros en caso de 


desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de 


pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias inde­


pendientes de su voluntad" (apartado 1 °) y estipula que "la ma­


ternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia 


especiales 11 (apartado 2 o) . 
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Resulta asimismo elocuente el Pacto Internacional de 


Derechos Económicos, Sociales y Culturales en tanto en él los 


Estados Partes "reconocen el derecho de toda persona a un nivel 


de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, 


vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las 


condiciones de existencia" y asumen el compromiso de tomar "me­


didas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, 


reconociendo a este efecto importancia esencial de la coopera­


ción internacional fundada en el libre consentimiento" (art. 


11.1) 


Por su parte, en la Declaración Americana de los De­


rechos y Deberes del Hombre se encuentra plasmado el derecho de 


toda persona "a que su salud sea preservada por medidas sanita­


rias y sociales, relativas a la alimentación, el vestido, la vi­


vienda y la asistencia médica, correspondientes al nivel que 


permitan los recursos públicos y los de la comunidad" (art. XI). 


Finalmente, en la Convención sobre los Derechos del 


Niño, se reconoce que "el niño mental o físicamente impedido de­


berá disfrutar de una vida plena y decente en condiciones que 


aseguren su dignidad, le permitan llegar a bastarse a sí mismo y 


faciliten la participación activa del niño en la comunidad" así 


como su derecho a recibir cuidados especiales, comprometiéndose 


los estados a alentar y asegurar, con sujeción a los recursos 


disponibles, la prestación al niño que reúna las condiciones re­


queridas y a los responsables de su cuidado de la asistencia que 


se solicite y que sea adecuada al estado del niño y a las cir­


cunstancias de sus padres o de otras personas que cuiden de él 


(art. 23). Asimismo, se hace expreso reconocimiento del derecho 
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Q. 64. XLVI. 
RECURSO DE HECHO 
Q. C., S. Y. e/ Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires s/ amparo. 


del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a 


servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabili­


tación de la salud (art. 24) y a un nivel de vida adecuado para 


su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social ( art. 


27 .1). Sobre este último se estipula que los Estados partes 


,.adoptarán medidas apropiadas para ayudar a los padres y a otras 


personas responsables por el niño a dar efectividad a este dere­


cho y, en caso necesario, proporcionarán asistencia material y 


programas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, 


el vestuario y la vivienda" {art. 27.3). Por último, en su art. 


3 o la Convención marca como principio rector que "en todas las 


medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 


públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las au­


toridades administrativas o los órganos legislativos una consi­


deración primordial a que se atenderá será el interés superior 


del niño". 


III. Que en la Convención sobre los Derechos de las 


Personas con Discapacidad -aprobada por la Argentina mediante 


ley 26.378, publicada en el B.O. del 9 de junio de 2008- se es­


tablece que los Estados Partes tomarán "todas las medidas nece­


sarias para asegurar que todos los niños y las niñas con disca­


pacidad gocen plenamente de todos los derechos humanos y liber­


tades fundamentales en igualdad de condiciones con los demás ni­


ños y niñas", debiendo tenerse especial consideración por la 


protección del interés superior del niño (art. 7°, aps. 1 y 2). 
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Asimismo, se establece que los Estados Partes recono­


cen el derecho de las personas con discapacidad a un adecuado 


nivel de vida para ellas y sus familias, lo cual incluye alimen­


tación, vestido y vivienda adecuados, y a la mejora continua de 


sus condiciones de vida, y que deberán adoptar las medidas per­


tinentes para salvaguardar y promover el ejercicio de este dere­


cho sin discriminación por motivos de discapacidad. En ese mismo 


marco, se reconoce el derecho de las personas con discapacidad a 


la protección social y a gozar de ella sin discriminación por 


discapacidad, debiendo los estados adoptar las medidas para pro­


teger y promover el ejercicio de este derecho entre ellas "ase­


gurar el acceso de las personas con discapacidad a programas de 


vivienda pública" (art. 28, ap. 2 especialmente punto d). 


En la Convención Interamericana para la Eliminación 


de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con 


Discapacidad -aprobada en nuestro país por ley 25.280, publicada 


en el B.O. del 4 de agosto de 2000- se estipula que los Estados 


Parte, a fin de lograr los objetivos de la convención, se com­


prometen a adoptar medidas " ... para eliminar progresivamente la 


discriminación y promover la integración por parte de las auto­


ridades gubernamentales y/o entidades privadas en la prestación 


o suministro de bienes, servicios, instalaciones, programas y 


actividades, tales como ( ... ), la vivienda" (art. 3°). 


IV. Que, en el ámbito específico del Estado demanda­


do, en el art. 31 de la Constitución local se establece que la 


Ciudad Autónoma de Buenos Aires reconoce el derecho a una vi­


vienda digna y a un hábitat adecuado, y para ello se obliga a 


" ... [resolver] progresivamente el déficit habitacional, de in-
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fraestructura y servicios, dando prioridad a las personas de los 


sectores de pobreza crítica y con necesidades especiales de es­


casos recursos ... ". En línea con lo sefialado, en el art. 17 del 


referido texto se dispone que" ... [corresponde a las autoridades 


desarrollar] políticas coordinadas para superar las condiciones 


de pobreza y exclusión mediante recursos presupuestarios, técni­


cos y humanos. Asiste a las personas con necesidades básicas in­


satisfechas y promueve el acceso a los servicios públicos para 


los que tienen menores posibilidades". 


La Ciudad de Buenos Aires dictó distintas leyes y de­


cretos orientados a hacer efectivo el derecho a una vivienda 


digna reconocido en los preceptos constitucionales. Así, por 


ejemplo, en la ley 341 se estableció que el Poder Ejecutivo ins­


trumentará políticas de acceso a vivienda para uso exclusivo y 


permanente de hogares de escasos recursos en situación crítica 


habitacional, asumidos como destinatarios individuales o incor­


poradas en procesos de organización colectiva verificables, a 


través de cooperativas, mutuales o asociaciones civiles sin fi­


nes de lucro, mediante subsidios o créditos con garantía hipote­


caria (confr. art. 1°). 


En igual sentido, en la ley 1251 se creó el ~Institu­


to de Vivienda de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires", con el 


objeto de ejecutar políticas de vivienda de acuerdo a lo esta­


blecido en el art. 31 de la Constitución local (confr. art. 3°). 


Entre los principios rectores del accionar del órgano se encuen­


tra el de '' ... contribuir al acceso a la vivienda digna a todos 


los habitantes de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ímposibí-


-13-







litados por razones económicas y sociales de acceder a la misma 


por cualquiera de los medios regidos por el sector privado y que 


requieran de la participación del sector público para lograrlo, 


priorizando lo enmarcado en el inc. 1 del Art. 31 de la Consti­


tución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ... " y el de 


" ... Promover el efectiva ejercicio del derecho al hábitat y a la 


vivienda de todos los habitantes de la Ciudad Autónoma de Buenos 


Aires ... '' (confr. art. 4°, inc. a y e). 


Asimismo, mediante la ley 3706 se buscó proteger integral­


mente y hacer operativos los derechos de las personas en situa­


ción de calle y en riesgo de situación de calle (art. l 0
), para 


lo cual estableció que " ... Es deber del Estado de la Ciudad 


Autónoma de Buenos Aires garantizar: art. 4° ... e) La formulación 


e implementación de políticas públicas en materia de salud, edu­


cación, vivienda, trabajo, esparcimiento y cultura elaboradas y 


coordinadas intersectorial y transversalmente entre los distin­


tos organismos del estado ... ". 


Por otra parte, en el decreto 1234/04 se creó el Pro­


grama de Apoyo Habitacional destinado a efectivizar la asisten­


cia de personas en situación de calle que se encontraran aloja­


das en hoteles en que se hubiera dispuesto la clausura adminis­


trativa, a quienes se les otorgó la posibilidad de optar, por 


única vez, entre percibir un monto en concepto de subsidio o de 


mutuo con garantia hipotecaria, con el objeto de contribuir al 


logro de soluciones habitacionales o a la adquisición de inmue­


bles destinados a vivienda, respectivamente (confr. arts. 1° y 


4 o) • 
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También, y a los efectos de paliar la problemática 


habitacional de las familias en "situación de calle", se dictó 


el decreto 690/06 (y sus modificatorios 960/08 y 167/11) en el 


que se creó el programa "Atención para Familias en Situación de 


Calle" (art. 2°), consistente en un subsidio destinado a mitigar 


la emergencia habitacional de los residentes en la Ciudad Autó-


noma de Buenos Aires (arto 3 o) Además, el mencionado decreto 


690/06, vigente para el momento en que la actora recibió el sub­


sidio habitacional en trato, establecía expresamente el deber de 


la autoridad estatal de asesorar a la beneficiaria del subsidio 


para superar la crítica situación habitacional en la que se en­


contraba inmersa (art. 3°). Si bien la previsión que contenía 


este decreto fue denegada en este aspecto por su modificatorio 


960/08, lo cierto es que la resolución 1554/08 del Ministerio de 


Desarrollo Social del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires que 


los reglamenta, obliga actualmente a la administración a brindar 


asesoramiento, y a "realizar derivaciones a otros programas, 


elaborar los informes técnicos que le sean solicitados y colabo­


rar con el correcto funcionamiento del Programa, asentando y co­


municando cualquier observación que considere menester" {art. 3, 


incso by e) o 


9°) Que, conforme a lo expuesto en el considerando 


anterior, el sistema de fuentes aplicable al caso está conforma­


do por la Constitución Nacional, los tratados internacionales 


mencionados, la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Ai­


res y la legislación local dictada en consecuencia o De dicho 


sistema se desprende el reconocimiento de un derecho de acceso a 


una vivienda digna y el deber de protección de sectores espe-
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cialmente vulnerables como las personas con discapacidad y los 


niños en situación de desamparo, de modo que corresponde a esta 


Corte establecer el alcance de dichos preceptos en relación al 


caso. 


10) Que la primera característica de esos derechos y 


deberes es que no son meras declaraciones, sino normas jurídicas 


operativas con vocación de efectividad. 


Esta Corte en reiteradas oportunidades ha sostenido 


que la Constitución Nacional en cuanto norma jurídica reconoce 


derechos humanos para que éstos resulten efectivos y no iluso­


rios, pues el llamado a reglamentarios no puede obrar con otra 


finalidad que no sea la de darles todo el contenido que aquélla 


les asigne; precisamente por ello, toda norma que debe ''garanti­


zar el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por 


esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes 


sobre derechos humanos" (Fallos: 327:3677; 332: 2043) y "garanti­


zar", significa "mucho más que abstenerse sencillamente de adop­


tar medidas que pudieran tener repercusiones negativas", según 


indica en su Observación General no 5 el Comité de Derechos 


Económicos, Sociales y Culturales, que constituye el intérprete 


autorizado del Pacto homónimo en el plano internacional y cuya 


interpretación debe ser tenida en cuenta ya que comprende las 


"condiciones de vigencia" de este instrumento que posee jerarqu­


ía constitucional en los términos del art. 75, inc. 22, de la 


Constitución Nacional (Fallos: 332:709) 


11) Que el segundo aspecto que cabe considerar es que 


la mencionada operatividad tiene un carácter derivado en la me-
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dida en que se consagran obligaciones de hacer a cargo del Esta­


do. 


Este grado de operatividad significa que, en princi­


pio, su implementación requiere de una ley del Congreso o de una 


decisión del Poder Ejecutivo que provoque su implementación. 


Ello es así porque existe la necesidad de valorar de modo gene­


ral otros derechos, como por ejemplo la salud, las prestaciones 


jubilatorias, los salarios, y otros, así como los recursos nece­


sarios. En estos supuestos hay una relación compleja entre el 


titular de la pretensión, el legitimado pasivo directo que es el 


Estado y el legitimado pasivo indirecto que es el resto de la 


comunidad que, en definitiva soporta la carga y reclama de otros 


derechos. Por esta razón, esta Corte no desconoce las facultades 


que la Constitución le asigna tanto al Poder Ejecutivo como al 


Poder Legislativo locales, en el ámbito de sus respectivas com­


petencias, para implementar los programas o alternativas desti­


nadas a hacer operativo el derecho a la vivienda y al hábitat 


adecuado. Es incuestionable que no es función de la jurisdicción 


determinar qué planes concretos debe desarrollar el gobierno. 


Que todo ello significa que las normas mencionadas no 


consagran una operatividad directa, en el sentido de que, en 


principio, todos los ciudadanos puedan solicitar la provisión de 


una vivienda por la vía judicial. 


12) Que la tercera característica de los derechos 


fundamentales que consagran obligaciones de hacer a cargo del 


Estado con operatividad derivada, es que están sujetos al con­


trol de razonabilidad por parte del Poder Judicial. 


-17-







Lo razonable en estos casos está relacionado con el 


principio que "manda desarrollar las libertades y derechos indi­


viduales hasta el nivel más alto compatible con su igual distri­


bución entre todos los sujetos que conviven en una sociedad da­


da, así corno introducir desigualdades excepcionales con la fina­


lidad de maximizar la porción que corresponde al grupo de los 


menos favorecidos (Rawls, John, "A Theory of Justice", 1971, 


Harvard College)". Estos principios de igualdad democrática y de 


diferencia con finalidad tuitiva de los sectores excluidos deben 


ser respetados por quienes deciden políticas públicas. 


En el campo de las reglas normativas, ello significa 


que hay una garantía mínima del derecho fundamental que consti­


tuye una frontera a la discrecionalidad de los poderes públicos. 


Para que ello sea posible, debe acreditarse una afectación de la 


garantía, es decir, una amenaza grave para la existencia misma 


de la persona. Estos requisitos se dan en el caso, ya que es 


difícil imaginar un estado más desesperante: hay un niño disca­


pacitado, con una madre en situación de calle. 


La razonabilidad significa entonces que, sin perjui­


cio de las decisiones políticas discrecionales, los poderes de­


ben atender a las garantías mínimas indispensables para que una 


persona sea considerada corno tal en situaciones de extrema vul­


nerabilidad. 


Esta interpretación permite hacer compatible la divi­


sión de poderes, la discrecionalidad política del Poder Ejecuti­


vo y del Congreso, con las necesidades mínimas de los sectores 


más desprotegidos cuando éstos piden el auxilio de los jueces. 
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13) Que, frente al contexto descripto, se impone di­


lucidar si, en el caso concreto de la actora, la respuesta brin­


dada por la demandada resulta adecuada para garantizar, siquiera 


mínimamente, los derechos que las partes se encuentran contestes 


que asisten a la señora S. Y. Q. C. y a su hijo. 


Así, cabe señalar que el compromiso normativo asumido 


por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en la materia fue expre­


samente reconocido por la Ministra de Desarrollo Social de esa 


jurisdicción, licenciada María Eugenia Vidal, en su exposición 


ante esta Corte en la audiencia pública celebrada el 15 de sep­


tiembre de 2011. En esa oportunidad expresamente precisó que 


" ... El art. 31 de la Constitución de la Ciudad reconoce el dere­


cho a la vivienda y al hábitat adecuado y habla de una resolu­


ción progresiva de este déficit. Ahora, lo que está en discu­


sión, creo yo, no es el reconocimiento del derecho a la vivienda 


y al hábitat, y dentro de él al acceso a los programas de emer­


gencia habitacíonal,. sino cómo este derecho se operativiza ... Ir 


(confr. pág. 15). 


Que a la hora de examinar la respuesta que en materia 


habitacional prevé la Ciudad Autóno:r,a de Buenos Aires para aten­


der a una situación extre:ca como la de la actora, resultan ilus­


trativas las palabras de la citada Ministra que, en la ya aludi­


da audiencia, afircló que " ... dentro de los programas de vivienda 


definitiva :10 hay uno específico para personas en calle ... " 


ípág. 18). De manera que la asistencia para este sector se limi­


ta al alojamiento en hogares o paradores o, en su defecto, en el 


ofrecimiento de un programa como el previsto en el decreto 
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690/06 -y sus modificatorios-, que ::iene un plazo de duración 


máximo de diez meses y que, según las propias a:irmaciones de la 


funcionaria, en ningün caso es renovable sin sentencia judicial, 


aun cuando la situación que originó el otorgamiento del benefi­


cio no se hubiera modificado (confr. pág. 21). 


Este menú de soluciones brindado por la demandada pa­


ra dar cumpl:.rüento a la manda contemplada en los arts. 14 bis 


de la Constitución Nacional y 31 de la Constitución local apare­


ce como insuficiente para atende~ la particular situación de la 


actoYa. En efecto, ante la ausencia de un plan de vivienda defi­


nitiva y la imposibilidad de acceder a las 1 íneas de crédito 


previstas en la ley 341 por carecer de un ingreso mínimo que su­


pere los $ 2.000, las alternativas propuestas se reducen al alo­


jamier.to en el sistema de paradores 1 hogares y refugios o a la 


entrega del bene:"icio previsto en el decreto 690/06. 


Respecto de la primera de estas opciones, se impone 


señalar que las condiciones edilicias de estos lugares que care­


cen de habit:aciones o ba:íos privados y alojan a más de ur.a fami-


1 ia ( confr. exposición de la Ministra, pág. 17), r.o resultan 


adecuadas para la patología del niño que, tal como :o informó el 


Defe:Jsor Oficial ante esta Corte, doctor Langevin, ha sufrido 


graves afectaciones en su salud y su desarrollo evolutivo como 


consecuencia de haberse alojado en !'loteles con baños y cocinas 


comunes (pág. 12) . La especial atenci6::1 que demanda el niño y 


las graves consecuencias que su desatención trajo aparejada f~e­


ror. sefia.::.adas por el citado funcionario ante este Tribuna: al 


señalar que " ... has:a hace muy poco J. no podia masticar, y esto 


no se debía a su enfer::-,edad. Se debia a que la ¡r,adre no cuenta 
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Q. 64. x:..vi. 


Gob.u~rno de la Ciudad de Buenos 


con una cocina donde pueda elaborar los alimen~os. Entonces, le 


tenía que dar papilla. La cocina es común y J. molestaba con sus 


chillidos, que son su forma de comunicarse, y entonces le tenia 


que dar papilla, y a los seis años no sabia masticar, pese a te­


:>er toda la dentadura completa ... En anteriores alojamientos no 


tenia un baño propio, y por compartirlo contrajo hepatitis A. 


Entonces ha tenido que hacer sus necesidades en un tacho en la 


habi tació:> ... " (pág. 12) . 


Tampoco el programa "Atención para Fam:.lias er:. s.:.tua­


ción de Calle" creado en el decreto 690/06 brinda una respuesta 


que atienda suficientemente a la situación examinada en autos. 


En efecto, dicha asistencia no sólo no constituye una solución 


definitiva al problema habitacional de este grupo familiar en 


situación de extrema vulnerabilidad sino que se limita a brindar 


un paliativo temporal, cuyo monto, en este supuesto, fue consi­


derado insuficiente por los magistrados intervinientes para 


atender a las necesidades del caso. 


Que resulta evidente que el esfuerzo estatal realiza­


do para garantizar los derechos económicos, sociales y cultura­


les que las normas constitucionales garantizan a la señora S. Y. 


Q. c. y su hijo no es suficiente o adecuado ya que ni siquiera 


atiende a las mínimas necesidades que la situación del grupo fa­


miliar demandante requiere. Si bien puede admitirse que no hay 


una única manera de responder al derecho de vivienda, lo cierto 


es que las alternativas implementadas por la ciudad no dan una 


respuesta adecuada, definitiva y acorde a las extremas circuns­


tancias que debe afrontar la recurrente. 
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:4) Que por otro lado, la Ciudad de Buenos Aires ha 


sostenido en la audiencia ante esta Corte que su tarea en casos 


como el presente está ceñida por un presupuesto "inelástico", y 


que por esa razón "cada uno de estos casos va chocando contra la 


limitación presupuestaria" que establece la ley local (interven­


ción del Procurador Monner Sans) . 


Si bien es cierto que esta defensa ha sido extemporá­


neamente introducida por la demandada en el curso de una audien­


cia con finaLidad informativa, será igualmente exarúnada por el 


Tribunal a fin de garantizar al máximo el derecho de defensa y 


bri!idar ·\]:1 trata::nien-::o exhaustivo a una cont.roversia de trascen­


dencia institucional. 


Frente a este argumento, resulta pertinente observar 


que en el marco del Protocolo Facultativo del Pacto Internacio­


nal de Derechos Económicos, Sociales y Cultura:es {aprobado por 


la República Argentina por ley 26.663 publicada en el B.O. del 


12 de abril de 20::¡, el Comité de Derechos Económicos, Sociales 


y Culturales de las Naciones Uni.das !"la fijado una serie de pau­


tas para establecer cómo puede entenderse el compromiso de los 


estados " ... de adoptar medidas ... hasta el máximo de los recursos 


de que disponga ... " con el obj e~o de lograr progresivamente la 


plena efectividad de los derechos reconocidos, tal corno lo dis­


pone -en cuanto al caso interesa- el art. 4.2 de la Convención 


sobre les Derechos de las Personas con Discapacidad. 


En ese sentido, el Comité afirmó en término 


que "la 'disponibilidad de recursos' aunque condiciona la obli­


gación de adoptar ~eáidas, no modifica el carácter inmediato de 
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la obligación, de la misma forma que el hecho de que los recur­


sos sean limitados no constituye en sí mismo una justificación 


para no adoptar medidas. Aunque se demuestre que los recursos 


disponibles son insuficientes, sigue en pie la obligación del 


Estado Parte de velar por el disfrute más amplio posible de los 


derechos económicos, sociales y culturales, habida cuenta de las 


circunstancias reinantes ... los Estados Partes tienen el deber de 


proteger a los miembros o grupos más desfavorecidos y marginados 


de la sociedad aun en momentos de limitaciones graves de recur­


sos, adoptando programas específicos de un costo relativamente 


bajo" (punto 4 de la Evaluación de la obligación de adoptar me­


didas hasta el "máximo de los recursos que disponga" de confor­


midad con un protocolo facultativo del Pacto: Declaración del 


Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Na­


ciones Unidas, E/C. 12/2007/1). 


A continuación, advirtió que la garantía de los dere­


chos reconocidos "no exige forzosamente importantes asignaciones 


de recursos" (punto 7); más precisamente, estableció que en el 


caso de que un Estado aduzca limitaciones de recursos, el comité 


consideraría una serie de criterios objetivos para examinar el 


argumento entre los que vale mencionar tres de ellos: a.) "el 


nivel de desarrollo del país"; b.) "la situación económica del 


país en ese momento, teniendo particularmente en cuenta si atra­


viesa un periodo de recesión económica"; y c.) "si el estado in­


tentó encontrar opciones de bajo costo" (punto lO de la Declara­


ción citada) . 
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En este contexto, el argumento de la utilización de 


los máximos recursos disponibles parece subordinado a un análi­


sis integral por parte de la Ciudad de la asignación de sus re­


cursos presupuestarios, que no podrá prescindir de la obligación 


primera que surge de los tratados a los que se comprometió la 


Argentina, que es dar plena efectividad a los derechos reconoci­


dos en sus textos. 


15) Que, como ya ha quedado expresamente de manifies­


to, el caso en examen no sólo es un simple supuesto de violación 


al derecho a una vivienda digna pues involucra a un niño disca­


pacitado que no sólo exige atención permanente sino que además 


vive con su madre en situación de calle. Entran aquí también en 


juego aspectos relativos a la situación en la sociedad de los 


discapacitados y la consideración primordial del interés del ni­


ño que la Convención sobre los Derechos del Niño impone a toda 


autoridad pública en los asuntos concernientes a ellos, que no 


es admisible que pueda resultar notoriamente dejado de lado por 


la demandada. 


En este sentido, la intervención estatal hasta el 


presente, no obstante reconocer que es costosa para el Estado, 


no parece ser adecuada para resolver la grave problemática que 


en el sub examine se plantea. Esta no sólo obedece a las condi­


ciones del pequeño, sino a la imposibilidad de que su madre tra­


baje sin que deba separarse de la criatura o dejarla en manos de 


terceros sin preparación para su adecuada atención, lo que re­


quiere una intervención estatal en forma de atención global y 


especializada para el caso, o sea, de asistencia al niño y a su 


madre, en forma que esta última pueda ejercer alguna actividad 
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rentable sin perjudicar ni poner en peligro la integridad física 


y la salud del niño como tampoco su aspecto emocional -elemental 


para su calidad de vida, considerando su padecimiento-, y que, 


además, le permita en algún momento acceder a condiciones de 


convivencia adecuadas a las particularidades del caso. 


Con relación a esta cuestión, es importante destacar 


que la propia normativa locai que esta materia pone en ca-


beza de la administración el deber de articular la intervención 


de los distintos programas públicos que correspondan actuar para 


que la actora y su hijo puedan superar su especia: grado de vul­


nerabilidad así como también el deber de asesorar a la primera 


en búsqueda de estrategias que le permitan encontrar 


una soluciór. al problema habi tacional que motivó esta demanda, 


obligaciones que, en el caso, no fueron cumplidas en forma aca-


bada y total. 


No se trata en esta situación de evaluar el precio 


del servicio que paga el Estado y dado su costo dar por cumplido 


el deber que le incumbe, conforme a un estándar de realizaciór. 


de los derechos, sino de valorar su calidad en cuanto a la ade­


cuación a las necesidades del caso. Es decir, la inversión del 


Estado debe ser adecuada, lo que no depende únicamente del monto 


que éste destina, sino fundamentalmente de la idoneidad de la 


erogación para superar la situación o paliarla en la medida de 


lo posible. 


Es evidente que ni la asistencia económica original­


mente brindada por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires ni 


la medida cautelar posteriormente dispuesta en autos, que garan-
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tiza a la acto~a la suma de $ 1.700 para el pago de una habita­


ción en ur. hotel, resuelven la problemática planteada en el sub 


exa5ine pues no han garant~zado adecuadamente a la señora 


S.Y.Q.C. la posibilidad de acceder a un trabajo ni a una vivien-


da para un niño con el grado de discapacidad de c.H.Q.C. 


Esta última circunstancia fue de manifiesto 


por el Defensor Oficial en la audiencia al detallar las 


condiciones edilicias del hotel Casona Solé, del barrio de Flo­


resta, donde la actora y su hijo se encuentran alojados. Señaló 


el func.:i.onario que se trata de '' ... una habitación en un hotel 


famil de alrededor de tres metros por tres metros; no tiene 


ventanas -es decir que carece de luz solar-~· no tiene un lugar 


de juegos porque no se permite a los niños jugar en los pasi­


llos; se accede a través de un primer píso por escalera? lo cual 


es una situación no recomendable para un chico en esta condi­


ción, y la habitación misma tiene un al tillo al cual no puede 


acceder. Tiene una sola cama matrimonial, en la cual pernoctan 


ambos ... '' (pág. 11) _ Cabe agregar que, el mismo funciona­


rio la calefacción de las habitaciones es opcional y se debe 


abonar por separado (pág. 12). 


De manera que aún cuando el esfuerzo económico esta­


tal es considerable, no parece ser el resultado de un análisis 


integral para encontrar la solución más eficiente y de ~'bajo 


costo", en los términos que recomienda el Comité citado de Na­


ciones Unidas; tampoco parece ser el adecuado para garantizar la 


protección y la asistencia integra: a: niñc discapac:..tado que, 


conforme los compromisos internacionales asumidos por el Estado 


Nacional en esta materia, constituye una política pública del 
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r Gobierno de la C;iudad de Buenos 
Aires s/ amparo. 


país. En este punto cabe recordar que ha sostenido esta Corte 


que los menores, máxime en circunstancias en que se encuentra 


comprometida su salud y su normal desarrollo, a más de la espe­


cial atención que requieren de quienes están directamente obli­


gados a su cuidado, requieren también la de los jueces y de la 


sociedad toda; más aún si se tiene en cuenta la consideración 


primordial del interés del ni~o que la Convención sobre los Je­


rechos del Niño, a la que ya se ha hecho mención, impone a toda 


autoridad nacional en los asuntos concernientes a ellos (Fallos: 


327:2127). 


En consecuencia, en la presente circur.stancia se irr:­


pone que el Estado intervenga con asistencia social en forma in­


tegral, lo que incluso podria requerir un esfuerzo patrimonial 


menor que el realizado en función de la medida cautelar dispues­


ta. Debe advertirse que la ausencia de una planificación coordi­


nada y adecuada por parte de la demandada hace que en la actua­


lidad deba erogar, por una básica habitación en un hotel en el 


barrio de Floresta, valores que exceden a los requeridos en el 


mercado inmobiliario por el alquiler de un departamento de dos 


ambientes en el mismo barrio. 


16) Que, de todos modos, el cese de la medida caute­


lar en las actuales circunstancias empeoraría la situación de la 


demandante, por lo que se ~mpone su mantenimiento hasta que la 


demandada actúe en forma integral sobre la situación planteada. 


Para ello, las circunstancias requieren la interve~­


ción urgente de equipos de asistencia social de los que dispone 


el Estado local, q~e aseguren al niño la atención y el cuidado 


-27-







que su condición precisa, preservando su salud y su integridad 


física, sin que importe una internación u otra medida que inte­


rrumpa la relación y el contacto materno-filial. La actora, corno 


toda madre que carga con la responsabilidad de un niño severa­


mente discapacitado y que hasta el momento, pese a toda la ad­


versidad, ha sostenido y puesto de manifiesto el vínculo afecti­


vo y asumido la pesada tarea, tiene el elemental derecho de tra­


bajar libre de preocupaciones respecto del niño durante su des­


empeño laboral, lo que no importaría para el Estado ninguna in­


versión extraordinaria, sino el uso adecuado de sus propios ser­


vicios asistenciales especializados. 


Lo anterior debe complementarse con un trabajo que le 


permita su subsistencia y la del niño, fuera del marco asisten­


cial, puesto que éste es siempre una situación precaria que en 


algún momento debe cesar. La intervención estatal, pues, debe 


tener por objeto alcanzar esta solución y facilitar la supera­


ción de la emergencia. Para ello, en el caso concreto, el Estado 


debe proveer a la actora, tal corno la normativa se lo impone, el 


asesoramiento y orientación necesarios. Tampoco esto requiere 


una inversión estatal desproporcionada, pues el Gobierno de la 


Ciudad de Buenos Aires dispone de equipos de asistencia social 


que tienen capacidad para proveer este servicio, indicando a 


quienes recurrir e incluso ofreciendo los servicios de la actora 


a los privados que puedan demandarlos. 


17) Que a modo de conclusión corresponde señalar que 


los derechos fundamentales que consagran obligaciones de hacer a 


cargo del Estado con operatividad derivada, están sujetos al 


control de razonabilidad por parte del Poder Judicial. Que ello 
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a. 64. x:.vr. 
RECURSO DE HECHC 
Q. c., S. Y. el Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires s/ atr.paro. 


fica que, sin perjuicio de las decisiones políticas discre­


cionales, los poderes deben atender a las garantías mínimas in­


dispensables para que una persona sea considerada como tal en 


situaciones de extrema vulnerabilidad. 


Por ello, oída la sefiora Procuradora Fiscal, se hace lugar 


a la queja y al recurso extraordinario, se revoca la sentencia 


apelada y, en uso de la facultad conferida en el art. 16 de la 


ley 48, se resuelve ordenar al Sobierno de la Ciudad Autónoma de 


Buenos Aires que: 


1) Intervenga con los equipos de asistencia social y salud 


con los que cuenta para asegurar que el niño disponga de la 


atención y el cuidado que su estado de discapacidad requiere y 


provea a la actora del asesoramiento y la orientación necesarios 


para la solución de las causas de su problemática habitacional 


en los términos de la resolución 1554/08 del Ministerio de Desa­


rrollo Social de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


2) Garantice a la actor a, aun en forma no defíni ti va, un 


alojamiento con condiciones edilicias adecuadas a la patología 


que presenta el niño, sin perjuicio de contemplar su inclusión 


en algún programa de vivienda en curso o futuro para la solución 


permanente de la situación de excepcional necesidad planteada. 


Asimismo, y hasta tanto la demandada cumpla con lo ordenado, se 
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-//-dispor.e mante~er la med~da cautelar. 


Agréguese la qu~e~~a-~~~incipal~ notifíquese y, oportuna-


mente, 
.-­


re mí ta7-----


/ h;1/ 


CARLOS S. FA YT 


/ 


C.~RME'N M. ARGIBAY 
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Q. 64. XLVI. 
RECURSO DE HECHO 
Q. C., S. Y. e/ Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires s/ amparo. 


-//-TO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI 


Considerando: 


Que el insfrascripto coincide con los considerandos 


1" a 7" del voto de la mayoría. 


8°) Que el derecho a una vivienda digna se encuentra 


reconocido y garantizado por la Constitución Nacional, tanto en 


su art. 14 bis, como en varios de los tratados incorporados a la 


Carta Magna en el art. 7 5, inc. 22 ( art. XI de la Declaración 


Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, art. 25 de la 


Declaración Universal de Derechos Humanos, y art. 11 del Pacto 


Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales). En 


particular, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, So­


ciales y Culturales (PIDESC) reconoce "el derecho de toda perso­


na a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso 


alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora con­


tinua de las condiciones de existencia" (art. 11, inc. 1). 


Asimismo, corresponde señalar que el acceso a la vi­


vienda digna está íntimamente relacionado con otros derechos 


humanos fundamentales. De hecho, un individuo que no tiene un 


lugar donde instalarse para pasar sus días y sus noches y debe 


deambular por las calles no sólo carece de una vivienda, sino 


que también ve afectadas su dignidad, su integridad y su salud, 


a punto tal que no está en condiciones de crear y desarrollar un 


proyecto de vida, tal como lo hace el resto de los habitantes 


(Fallos: 329:1638; 329:4918 y 331:453, entre otros). 


Finalmente, cabe recordar que el art. 75, inc. 23, de 


la Constitución Nacional; la Convención de los Derechos del Ni-
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ño, incorporada al art. 75, ir.c. 22, de la Ley Fundamental; y la 


Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 


aprobada -junto con su protocolo facultativo- por la ley 26.378; 


imponen al Estado deberes adicionales de protección respecto de 


quienes, como el mer.or en este caso, se encuentran en especiales 


situaciones de vulnerabilidad. 


9°) Que esta Corte tiene dicho que la Constitución 


Nacional asume el carácter de una norma jurídica y, en cuanto 


reconoce derechos, lo hace para que éstos resulten efectivos y 


no ilusorios, sobre todo cuando se encuentra en debate un dere­


cho humano fundamental (Fallos: 327:3677; 330:1989). 


Por su parte, el PIDESC también impone obligaciones a 


los Estados, de modo de evitar que sus previsiones se transfor-


~en e~ meras expresiones de deseos. A tal su art. inc. 


establece que ''cada uno de los Estados Partes er: el presente 


Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como 


mediante la asis't.encia y la cooperación ir:ternacionales, espe­


cialmen~e económicas y técn~cas, hasta el máximo de los recursos 


de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los me­


dios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas 


legislativas, la plena efect~vidad de los derechos aqui recorro-


cidos". 


En tales co~diciones, el reconocimiento del derecho a 


una vivienda digna importa, ~ecesariamente, el deber concreto e 


inmediato del :2:stado de reglamentarlo e implementarlo par:a ga­


rantizar s~ efectividad. 


-32-







Q, 64. XLVI, 
RECURSO O~ HECHO 
Q, c., S. Y, e/ Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires s/ a;r,parc. 


10) Que, además, esa reglamentación debe respetar 


tanto la finalidad como los limites impuestos por las normas de 


jerarquia superior, en este caso, la Constitución Nacional y el 


PIDESC. Por ello: 


a) Las medidas adoptadas deben ser proporcionadas, 


esto es, adecuadas para alcanzar, a partir de la realidad que 


pretenden regular, la finalidad impuesta por la Ley Fundamental 


(art. 28 de la Constitución Nacional y Fallos: 243:449 y 467; 


248:800; 313:1638; 330:855; 334:516, entre otros). Ello implica 


que el Estado debe tener en cuenta las distintas capacidades 


personales, sociales y económicas de los habitantes y, sobre esa 


base, implementar politicas apropiadas y conducentes para lograr 


que todos tengan la oportunidad de acceder a una vivienda digna. 


b) El diseño de las políticas públicas debe tener en 


cuenta las normas y principios fundamentales del derecho en el 


grado y jerarquía en que éstos son valorados por el ordenamiento 


jurídico en su conjunto. En particular, tiene que respetar las 


prioridades que la Consti tuci6n asigna a la satisfacción de los 


derechos fundamentales y a los grupos más vulnerables de la po­


blación, tal como se señaló en el considerando 8°. 


e) El Estado debe realizar el mayor esfuerzo posible, 


en razón de lo previsto por el PIDESC, para lograr, en forma 


progresiva y dentro de sus reales capacidades y limitaciones 


económicas, la plena efectividad del derecho a la vivienda digna 


de todos sus habitanées. 
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Ld Que, sentado lo expuesto, cabe recordar que el 


Estado tiene un amplio margen de discrec~onalidad con respecto a 


qué medidas o politicas son más oportunas, convenientes o efi­


c:..entes para imple:t.':entar el derecho de acceso a una vivienda 


digna. 


Por ese motivo, siempre y cuando se 


limites sefialados en el considerando precedente, 


respeten los 


las poli ticas 


de acceso a la vivienda pueden variar o fijar prioridades según 


las distintas necesidades y capacidades de los habitantes, e in­


cluso exigir algún tipo de contraprestación a qui.enes puedan 


proporcionarla. En particGlar, cabe resaltar cuando se trata de 


personas que están en condiciones de trabajar, la exigencia de 


un aporte -ya sea e~ dinero o en trabajo- no sólo resulta cons­


titucionalmen~e vá:ida sino que, además, contribuye a garantizar 


otros derechos fundamentales, tales como la dignidad humana y el 


derecho a procurarse la satisfacción de las necesidades básicas 


y vita~es ~ediar.te el propio trabajo (art. 6°, PIDESC). 


12) Que, a partir de :os cri:cerios enu:1ciados, co­


rresponde determinar si la Ciudad de Buenos Aires ha camplido 


con s~s deberes constitucionales respecto de la actora y su hijo 


menor. 


De las constancias de la causa resulta que si bien la 


demandada ha implementado varias polít.icas públicas en materia 


habitacional, dentro de los programas de viv~enda definitiva no 


hay uno e fico para las personas en situación de calle; y 


los créditos ofrecidos en el marco de la ley local 341 para ad­


quirir inmuebles exigen, entre S'J.S ::::-equisi -:os, acreditar un in-
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greso mínimo de 2.000 pesos mensuales (ver fs. 5, 18 y 19 de la 


versión taquigráfica de la Audiencia Pública del 15 de septiem­


bre de 2011) . 


En tales condiciones, las alternativas que la Ciudad 


ofrece a quienes no cuenten con el ingreso mínimo mencionado, se 


limitan a la entrega de un subsidio en dinero -en los términos 


del decreto 690/06 y sus modificatorios-, o a la posibilidad de 


dormir en alguno de los paradores y albergues que provee la Ciu­


dad, en caso de que haya plazas disponibles. 


13) Que el subsidio mencionado se concede por un pla­


zo máximo de seis meses, y sólo puede ser prorrogado excepcio­


nalmente por cuatro meses más, al cabo de los cuales no puede 


ser renovado bajo ningún concepto (según decreto 690/2006, modi­


ficado por el decreto 167/2011). Esto implica que, al cabo de un 


máximo de diez meses, quienes obtuvieron el beneficio quedan 


nuevamente en la calle y ya sin ninguna alternativa para salir 


de esta situación. Eso es, precisamente, lo que hubiera ocurrido 


con la actora y su hijo menor de edad si no se hubiera dictado 


la medida cautelar a su favor en esta causa. 


Sumado a ello, el monto del beneficio (que va desde 


los 700 a los 1.200 pesos mensuales) tampoco resulta suficiente 


para costear -en las reales condiciones que exige el mercado a 


quienes carecen de garantías e ingresos comprobables- un lugar 


para vivir con condiciones mínimas de habitabilidad y dignidad. 


En efecto, tal como se acreditó en esta causa, la habitación en 


un hotel familiar, que acepta menores de edad, y que reúne con­


diciones mínimas de habitabilidad (dimensiones de 3 metros x 3 
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r:"tetros, sin ventanas, baño y cocina compartidos, primer piso por 


escalera), ha tenido para la act:ora un costo mensual de 1. 700 


pesos (ver fs. 3, 4, y 12 de la versión taquigráfica de la Au­


diencia Pública del :5 de septiembre de 2011). 


14) Que, por ot:ra parte, la red de paradores estata­


les que provee la Ciudad de Buenos Aires es una mínima conten­


ción que no puede ser razonablemente equipa:::-ada a una vivienda 


d~gna; tanto es asi que la propia ley local 3706 considera •en 


situación de calle a los hombres o mujeres adultos/as o grupo 


familiar r sin dist~nción de género u origen que t:abi ten en la 


calle o espacios públicos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 


en forma transitoria o permanen::e y/o que utilicer. o no la red 


de alojam::ento nocturno" {a::-t. 2°} ~ 


En efecto, se trata de lugares transitor~os donde las 


personas deben 1 generalmente, solicitar una plaza en forma dia­


ria y en horarios determ:nados. Ta::;,poco perrni ten mantener la 


unidad familiar ya que, en su mayoria, no admi~en homb=es, muje­


res y nifios en el mismo establecimiento {fs. 5, 6, 17, y 18 de 


la versóón taquígráf~ca de la Audiencia). Estas características 


resultar. especialmente inadect:adas para albergar dignamente a un 


niño que, corno se ha demostrado en esta causa, requiere especial 


atención y cuidados. 


Por lo demás, los paradores tampoco resultan sufí­


cientes en núme::-o para albe::-gar, siquiera transi':::oriarnente, al 


total de las personas sin 'Cect:o de la Ciudad de Buenos Aires. 


Según los dichos de la prop~a demandada, existen 7 paradores es­


tatales, más o't:ros tantos privados con los que el Estado local 
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tiene convenio. Estos cuentan, aproximadamente, con un total de 


1600 plazas. Sin embargo, son 7000 personas por aflo las que so­


licitan el subsidio, de las que actualmente 4500 están cobrando 


el beneficio por haber acreditado carecer de ingresos suficien­


tes para costear una vivienda (ver Audiencia Pública, fs. 17 a 


19 de la versión taquigráfica) . 


Por último, cabe señalar que aunque la acéora también 


alegó que las condiciones de infraestructura, higiene 1 seguridad 


y salubridad de los paradores estatales son precarias y defi­


cientes, esta circunstancia no pudo ser tenida en cuenta por el 


Tribunal en tanto no fue acreditada ni en el expediente ni en la 


Audiencia Pública. 


A partir de lo expuesto, resulta evidente que aún 


cuando el gobierno provea esta exigua contención, ello no modi­


fica la realidad de desamparo de la actora y su hijo. 


15) Que, en tales condiciones, la Ciudad de Buenos 


Aires no ha cumpl~do con su obligación de implementar razonable­


mente el derecho a una vivienda digna en su jurisdicción, en los 


términos de lo señalado en el considerando 10. 


En efecto, la demandada no diseñó ni implementó poli­


ticas públicas que permitan que la población que se encuentra en 


situación de mayor vulnerabilidad personal, económica y social -


como la actora y su hijo- tenga una verdadera oportunidad de 


procurarse un lugar para vivir, con las condiciones mínimas de 


salubridad, higiene y seguridad necesarias para preservar su in­


tegridad física, psíquica y moral. En otras palabras, quienes 
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carecer. de un ingreso minimo comprobable de 2.800 pesos no tie 


nen la oportunidad de acceder a ningún programa que les permita, 


ni inmediata ni progresivamente 1 acceder a una vivienda digna. 


Esta omisión inconstitucional resulta aún más grave 


si se advierte que los derechos en juego y el sector de la po­


blación postergado son, precisamente, aquellos a los que la 


Constitución Nacional asig-na especial prioridad, tal como se se­


ñaló en el considerando 8°. 


16) Que, finalmente, cabe evahlar si la señalada fal­


ta de poli t2.cas públicas adecuadas en :T,ateria de vivienda puede 


ser justificada por la carencia de recursos económicos suficien­


~es, alegada por el Gobieéno de la Ciudad. 


Esta Corte tiene dic~o que las carencias presupuesta­


rias, aunque dignas de tener en cuenta, no pueden justificar el 


incumplimiento de la Constitución Nacional ni de los tratados 


internacionales a ella incorporados, especialmente cuando lo que 


se encue:>tra en juego son derechos fundamentales (Fallos: 


318:2002 y 328:1146). Es que, al dist=ibuir sus recursos, el Es­


tado no puede dejar de considerar los principios de justicia so­


cial y protección de los derechos humanos que surgen de la Ley 


Fundamental (arts. 75, incs. 19, 22 y 23; y Fallos: 327:3753 y 


330:1989, considerandos 12 y 5, respectivamente). 


Por ese motívo, cuando se dert'.uestra que el Estado, al 


elegir prioridades presupuestarias, !la cte:acto en s.!.tuación de 


desamparo a personas en grado de extrema vt:lnerabilidad como se 


advierte en el presente caso, que no pueden procurarse ne:::::esida­


des vitales básicas y perentorias, se impone la presunción de 
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que prima facie no ha implementado políticas públicas razona­


bles, ni tampoco ha realizado el máximo esfuerzo exigido por el 


art. 2' del PIDESC. 


Ello es lo que ocur!"e, precisamente, en este caso, 


donde se ha probado holgadamente que el segmento más vulnerable 


de la población de la Ciudad no tiene garantizadas soluciones 


mínimas y esenciales en materia habitacional. Se suma a ello el 


hecho de que tampoco existen políticas públicas, ni a largo ni a 


mediano plazo, destinadas a que estas personas logren acceder a 


un lugar digno para vivir. 


17) Que esta presunción, sin embargo, no implica que 


el Estado tenqa obligaciones más allá de sus reales capacidades 


económicas, ni tampoco que las limitaciones de recursos no deban 


ser tenidas en cuenta al momento de determinar el alcance de sus 


deberes. 


Por el contrario, el PIDESC ha sido redactado de modo 


tal de reflejar un balance adecuado entre el objetivo de lograr 


la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y cul­


turales, y los reales problemas de los Estados para implementar­


los. 


La presunción señalada simplemente implica que, para 


atribuir la falta de cumplimiento de las obligaciones mínimas a 


una falta de recursos disponibles, es el Estado quien debe de­


mostrar que ha realizado todo esfuerzo por satisfacer sus debe­


res, y no el afectado que ve sus derechos insatisfechos. 
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Esta carga en cabeza del Estadc es"tá do-


blemente justificada. Por un lado, deriva de la ya señalada pre­


sunción de inconstitucionalidad~ Por el otro, responde a la in­


contrastable realidad de que es el Estado quien tiene y produce 


la información presupuestaria, y no el habitante, para quien el 


acceso a esos datos resulta notoriamente más dificultoso. 


A la :uz de lo expuesto, la demandada debería haber 


acreditado, por lo menos, que los recursos con que cuenta el Go­


bierno local han sido utilizados y ejecutados al máximo nivel 


posible; y que la organización y distribución del presupuesto ha 


tenido en cuenta la prioridad que la Constitución asigna a la 


satisfacción de los derechos fundamentales. 


La Ciudad de Buenos Aires no ha cumplido siquiera 


minirnarnente con esa carga probatoria. No aportó icformacióc fe­


haciente y concreta sobre las restricciones presapuestarias ale­


gadas/ y se limitó a realizar afirmaciones teóricas y abstractas 


en el sentido de que los recursos económicos son escasos por na­


turaleza/ y que el Gobierno debe atender múltiples actividades y 


necesidades de la población. 


18) Que, por el contrarío, las medidas adoptadas por 


la demandada revelan que los recursos con que cuenta el Gobierno 


local han sido utilizados de manera irrazonable desde el punto 


de vista económico. 


En efecto, la modalidad eleg~da por el Estado para 


enfrentar la emergen~ia habita~ional resulta ana de las alterna­


tivas más onerosas del mercado y, sir. e~argo, sólo o~orga a sus 


beneficiarios paliativos parciales e inadecaados. 
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Tal como ha quedado acre di tacto en esta causa, y se 


señaló en el considerando 12, quienes corno la actora no tienen 


ingresos comprobables y carecen de garantías no reünen los re­


quisitos exigidos por el mercado para alquilar una vivienda. Por 


ese motivo, no tienen otra opción que acudir a la renta de habi­


taciones en hoteles familiares que, frente a la necesidad de es­


tas personas, exigen el pago de sumas excesivas por habitaciones 


pequeñas y precarias. 


Por ello, oída la señora Procuradora Fiscal, se declara 


admisible la queja, se hace lugar al recurso extraordinario y se 


revoca la sentencia apelada. Asimismo, se hace lugar al amparo 


interpuesto y se condena al Gobierno de la Ciudad Autónoma de 


Buenos Aires a otorgar a la actora y a su hijo menor de edad una 


solución habi tacional adecuada en los términos de los conside­


randos del presente fallo, hasta tanto se acrediten nuevas cir­


cunstancias que permitan concluir que su estado de necesidad ha 


cesado (art. 16, segunda 


vuélvase. 


parte, de la ley 48). ~fiquese 


~/;;;v rlr 
SNRlOUE S. PETRACCHl 


VO-//-


ES COPIA FIEL 
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Q. 64. XLVI. 
RECURSO DE HECHO 
Q. C., g·~···Y.C[ Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires s/ amparo. 


-1/-TO DE LA SE~ORA MINISTRA DOCTORA DOÑA CARMEN M. ARGIBAY 


Considerando: 


1°) La señora S. Y. Q. c. nacida en Bolivia en el año 


1976, viajó a la ciudad de Buenos Aires en el año 2000 en busca 


de trabajo y mejores condic:'..ones de vida, donde reside hasta la 


fecha. Tuvo diversas ocupaciones que le permitieron subsistir y 


en el año 2005, nació su hijo J. H. Q. C. quien padece una en­


fermedad que le provoca una incapacidad motriz, visual, auditiva 


y social. 


Por un corto tiempo, convivió con el padre del niño y 


su familia en Laferrere, provincia de Buenos Aires, desvinculán­


dose luego de ese grupo por lo que regresó a la ciudad en com­


pañía de su hijo. 


De ahí en más, se alojaron en diversos paradores, 


hogares y hoteles hasta que finalmente quedaron en situación de 


calle, motivo por el cual recurrió al Gobierno de la Ciudad y 


obtuvo su inclusión en el Programa de Subsidios regulado por el 


decreto 690/06, modificado por los decretos 960/08 y 167/11. Fi­


nalizadas las diez caotas previstas, pidió continuar con el be­


neficio, pero el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires se negó 


con sustento en que no podía excederse el tope normativo allí 


fijado, lo que la condujo nuevamente a deambular por la ciudad 


de Buenos Aires. 


En estas condiciones y por medio del Ministerio 


Público de la Defensa de la Ciudad de Buenos Aires, la señora S. 


Y. Q. C. interpuso la presente acción de amparo por sí, y en re-
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presentación de su hijo menor de edad J. H. Q. C. contra el Go­


bierno de la Ciudad de Buenos Aires con el objeto de que ambos 


pudieran acceder a una vivienda adecuada y en condicicnes dig­


nas~ 


Adujo que :a demandada no reconocía su derecho a un 


techo pues les había negado la inclusión en alguno de los pro­


gramas habi tacionales vigentes, a pesar de persistir en si tua­


ción de emergencia habitacional. As~mismo, peticionó que, en 


forma provisional y como medida cautelar, se le orde:Jara que los 


incorporase en alguno de ellos, solución que de consistir en un 


subsidio permitiese abonar en forma íntegra el valor del aloja­


miento. 


Seguida:í',ente, impugnó la constitucionalidad de los 


arts. so y 6° del decre;;o 690/06, en tanto fijan co:1',o subsidio 


un monto incompatible con el goce de un derecho a una solución 


habitacional adecuada (fs. 1/63). 


La jueza de primera instancia en lo Contenc~oso, Ad­


ministrativo y Tributario n° 12 de la Ciudad de Buenos Aires, 


hizo lugar a :a medida cautelar solicitada y ordenó a la deman­


dada que incluyera a la familia de ~a actora "en u!1 programa de 


emergencia habitacional que asegure la unidad del grupo fami­


liar" y que permita costear una vivienda (fojas 65/67). 


2°) La Sala II de la Cámara de Apelaciones Contencio­


so Administrativo y Tyibutarío desestimó el recurso de apelación 


interpuesto por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y con­


firmó el pronunciamiento anterior que hizo lugar a la acción de 


a;cparo deducida por la señora S. Y. Q. C. (fs. 337/340). 
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Q. 64. XLVI. 
RECURSO ~E ~tC~O 
Q. C., S. Y, e/ Gobier::10 de la Ciudad de Buenos 
Aires s/ amparo. 


Para así decidir, refirió que el Estado local se en­


cuentra alcanzado por numerosas normas que consagran el derecho 


a la vivienda y le imponen el deber de hacer. Que resulta funda­


mental el art. 2° del Pacto Internacional de Derechos Económi­


cos, Sociales y Culturales en cuanto prevé que cada uno de los 


Estados Partes se compromete a adoptar medidas ... hasta el máximo 


de los recursos de que disponga, para lograr progresivamen­


te ... la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos. 


Asimismo dijo, que no corresponde al Poder Judicial 


expedirse respecto de cuáles son las medidas a adoptar, sino so­


bre su razonabilidad en el caso concreto y concluyó que consta­


tada como se encontraba en autos la situación de emergencia 


habitacional de la actora y su hijo, correspondía confirmar la 


condena dispuesta en primera instancia, con el fin de otorgar 


certeza a la cobertura que brinda auxilio económico al grupo fa­


miliar de la demandante. 


3°) El Superior Tribunal de Justicia de la Ciudad de 


Buenos Aires, por mayoría, hizo lugar al recurso de inconstitu­


cionalidad planteado por Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires 


contra esa decisión, revocó el fallo y reenvió la causa a la 


cámara de apelaciones que intervino previamente para que los 


jueces se expidan respecto de la situación de la seftora S. Y. Q. 


C. teniendo en cuenta lo seftalado en el punto :6 del voto de los 


setíores jueces Ana María Conde y Luis Francisco ~ozano en el 


precedente \\Alba Quintana" a cuyos términos remitió ( fs. 


397/437). 
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En esa sentencia, básicamen~e se sostGvo que el blo­


que normativo que regula el derecho a la vivienda ' 1 nO brinda de­


recho ir-mediato e irrestric::o a obt:ener una vivienda, los subs:i_­


dios sor. medios paliativos que pueden ostentar carácter parcial 


y temporario sir. que corresponda a los jueces asignarlos aunque 


a ellos toca asegurar que esa asignación respete las prioridades 


previstas en el art. 31 CCBA, pudiendo p:::esum:'.rse que la vigen­


cia del beneficio debe mantenerse cuando el accionante cumple 


con la carga de probar su situación prioritaria en relación con 


otros posib:.es destinatarios del régimen". 


Asimismo, se sefíaló en el fallo "Alba Quintana u, que 


quienes no estén en esa hipótesis pero pertenezcan al universo 


de individuos que toca al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Bue­


nos Aires asistir, "quedan alcanzados por :.a obligación de brin­


dar 'abrigo', como expresión mínima del derecho a la vivienda 


contemplado er. el bloque normativo icable 1 CCBA; CN y PI­


::JESC)". 


Tales asertos fueron fundados en que "no exist.e un 


derecho subjetivo de cualquier persona para exigir en forma in­


mediata y directa de la Ciudad de Buenos Aires la plena satis­


facción de su necesidad habitacional. Si, en. cambío 1 para que el 


universo de dest~r.atarios a quienes el GCBA debe asistir, pueda 


requerir cobertura habi tacional indispensable -sea a través de 


hogares o paradores-". 


Al abordar puntualmente el tema de los subsidios 


habitacionales, se expresó que las restriccio~es que surgen de 


las normas reglamentarias, res·~:. taban constitucionales, aún 
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Q, 64. XLVI. 
RECURSO DE HECHO 
Q. C., S. Y. el Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires s/ amparo. 


cuando fueran limitadas en el tiempo y en su monto máximo. Empe­


ro, expresó, que lo que transformaría en inconst~ tucionales a 


tales instrumentos, seria que la distribución de esos subsidios, 


por naturaleza limitados, no respetara las prioridades estable­


cidas en el art. 31 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de 


Buenos Aires; situación que 1 puede ser presumida por los jueces 


cuando el beneficio le era denegado a una persona que se hallaba 


dentro del universo de personas con prioridad. 


Po:::- los motivos anteriores, los doctores Ana Maria 


Conde y Luis Franciso Lozano, en el punto 16 de su voto en la 


causa \'Alba Quintana" revocaron la sentencía de cámara dictada 


en ese expediente y ordenaron el reenvío para que esos mismos 


jueces estableciesen si se daban las condiciones previstas en el 


decreto 960/08, y si el actor había logrado demostrar estar com­


prendido en alguna de las prioridades establecidas en la Consti­


tución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para acceder o man­


tener el beneficio del subsidio, es decir si logró acreditar que 


el beneficio se habia concedido a personas con menores necesida­


des que las suyas. 


De no comprobarse esos presupuestos, los magistrados 


debían expedirse entonces, en torno a la obligación de brindar 


al accionante un ~'abrigou como expresión minima del derecho a la 


vivienda, lo que también requería de la apreciación de cuestio­


nes fácticas. 


4(1) Dicho pronunciamiento, originó el recurso extra­


ordinario de la parte actora (fs. 448/473 vta.), que fue recha­


zado por el Tribunal Superio:::- de Justicia local con base en que 
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la decisión impugnada no era defi~itiva en los términos de~ art. 


14 de la ley 48. Ello dio origen a la presente queja. 


5°) Los agravios cen~rales de la amparista pueden ~e­


sumirse de la siguiente manera: 


a) Existencia de una sentencia definitiva. La apelan­


te esgrime qae si bien el Tribu:1al Superior de jasticia de la 


Ciudad ordenó a la Cámara de Apelaciones que emita un nuevo fa­


~lo, las condiciones y pautas que determina la remisión al pre­


cedente "Alba Quintana", no permiten a los jueces a quienes or­


denan el reenvio la posibilidad de que le reconozcan de manera 


plena y adecuada su derecho constitucional a la vivienda, dado 


que tales líneas de pensamien~o parten de u:1a in :e::pretación 


sesgada, irrazonable e insuficiente de esa garan~ia y fijan un 


estándar de asistencia minimalista que lo desna~uraliza como de­


recho humano y contradice su ca::ácter operativo. 


en que la cámara no Sostiene tal afirmación, 


apartase de lineamientos tales como: 


ríos de prioridad en la as~gnación de 


podria 


I-


:a 
Cumplir con los cr.: te­


ayuda estatal, conforme 


la reglamentación que reputa constitucional plasmada e:1 el de­


creto 960/08 y la resolución 1554/08 del Ministerio de Desarro­


llo Social de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. II- Ponderar 


los efectos que su decisión tiene en la utilización de los re­


cursos pres4puestarios. III- Que en su caso, ya no podrá "conti­


nuar recibiendo el importe del decreto 960/08", puesto que la 


regla:c,entación dictada por la Ciudad solamente ha previsto su 


p::-órroga por un plazo de seis a diez meses que ya se han agota­


do, por lo que habría quedado comprendida dentro del grupo res-
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Q, 64. XLVI. 


~~!!!!..JllY.!~!f Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires s/ anparo, 


pecto del cual la obligación de la demandada según el fallo, se 


limita a la protección de un techo o albergue básico. IV- Que 


deberá cumplir con la carga de probar su situación prioritaria, 


sin que los jueces puedan ''asi9naru los subsidios ni "afectar" 


recursos, dado que la sentencia impugnada que remite al prece­


dente "Alba Quintar.a" af:érma que dicha función sólo le compete 


al órgano ejecutivo. 


b) La interpretación que hace el antecedente en el 


que se sustenta el reenvío de la causa para ser nuevamente fa­


llada, desconoce el verdadero alcance, contenido y naturaleza 


operativa del derecho constitucional a la vivienda reconocido en 


el orden nacional e internacional, pues asigna al principio de 


progresividad un alcance restrictivo que ignora el umbral mínimo 


para el efectivo goce del derecho, además de impedir la evalua­


ción de que en el sub lite, la demandada no realizó el máximo 


esfuerzo para lograr con los recursos disponibles la plena efec­


tividad del derecho que ha reclamado. 


e) La remisión lisa y llana al precedente "Alba Quin­


tana" efectuada por la Corte local en la sentencia apelada re­


sulta incompatible con la exigencia de evaluación individual que 


requiere el sub lite. 


Ello es así, porque el presente caso no es uno más de 


aquéllos en los que se pide e: acceso a una vivienda digna, dado 


que la peticionaria además de encontrarse en una situación de 


extrema pobreza, es madre de un nifío afectado por una severa 


discapacidad, aspectos que en conjunto, exigían una especial 


consideración. 
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6°) Cabe aclarar, que en e.:. p!'esente expediente las 


partes están de acuerdo en que el niño J. E. Q. e padece una pa­


tología congénita de tipo neurológico que se denomina encefalo­


pat~a no evolutiva, que afecta gravemente su desarrollo intelec­


tual. Que en consecuencia, sufre un severo retraso en el aspecto 


cognitivo, y que tiene defectos auditivos y visuales: que re-


atención cor.stante para dearnbular 1 para alimentarse, para 


vestirse y para comunicarse con los demás {conf. audiencia/ fs. 


11/12 ... ). Asim~smo, que hasta la concesión de la medida caute­


lar que se concedió, que aún tiene vigencia/ ambos se encontra­


ban en situación de calle (fs. 65/67, 261/262 y 2 de la versión 


taquigráfica de la Audiencia Pública llevada a cabo ante es-ce 


Tribunal el dia 15 de septiembre de 2011) . 


7°} Asiste razón a la recurrente en su afirmación de 


que la sentencia apelada resulta equiparable a definitiva. Asi 


lo creo, puesto que la Corte local ha ordenado a los jueces de 


cámara la resolución del presente caso de co:1:!'ormidad con los 


argumentos vertidos er. el preceder.te "Alba Qui:1tana", cuyos pre­


supuestos fácticos difieren sccbstar.cialmente de los que motivan 


este amparo, por lo que no sirven de base para abordar un aspec­


to central del caso, cual es la discapacidad del hijo de la so­


licitante que aquí se plantea y exige ser ponderada para resol­


ver la causa. 


8°} El recurso ex~raordínario es procedente, en cuan­


to la señora S. Y. Q. C. ;¡a f'..lr:.dado su derecho -entre otras con­


sideraciones- eil. :a particular situación que se encuentra por 


tener un hijo con una severa discapacidad, de lo que se deriva 


que a efectos de hacer efectivo su derecho a una vivienda digr.a 
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Q. 64. XLVI. 
RECURSO DE HECHO 
Q. c., S. Y. e/ Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires s/ amparo. 


debia brindársele un trato preferente en la asignación de recur­


sos (art. 14 bis de la Constitución Nacional, Convención sobre 


los Derechos de las Personas con Discapacidad, Convención Inter­


a~ericana para la eliminación de todas las formas de discrimina­


ción contra las personas con discapacidad, art. 75 inciso 22) y 


la resolución de la corte local ha otorgado fundamentos que no 


incluían ese especial tratarr.iento (art. 14.3 de la ley 48). 


En función de lo expuesto, la competencia de esta 


Corte ha quedado habilitada para revisar si ante la seria pato­


logía del niño y la delicada situación económica de la madre, el 


gobierno local demandado podía negarse a darle una respuesta 


frente al reclamo habitacional que formuló en este expediente, 


sin vulnerar a la vez sus derechos constitucionales. 


9°) Adelanto mi postura en el sentido de que los ex­


tremos antes mencionados, son relevantes para privar de validez 


a la negativa de la demandada al pedido efectuado por la señora 


S. Y. Q. c., con apoyo en que la peticionaria no cumple con los 


requisitos establecidos en los programas para los que ha afecta­


do su presupuesto público en materia de vivienda, sin que ello 


implique propiciar el mismo temperamento respecto de otros po­


bladores de la ciudad que se encuentran en otras condiciones. 


10) A continuación, efectuaré una reseña que demues­


tra la voluntad de nuestro Estado por dar al tema de la discapa­


cidad una atención primordial, que se traduce en brindarle a las 


personas con esta característica una protección especial en 


términos constitucionales que implica una tutela más acentuada 


que los coloq~e en una posibilidad efectiva de ejercer su dere-
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chos en condiciones de igualdad con quienes no padecen discapa­


cidad. 


Los instrumentos internacionales inco~porados a la 


Carta Magna reconocen \'el derecho de toda persona a un n.: vel de 


vida adecuado para si y su familia, incluso la alimentación, 


vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las 


condiciones de existencia" (Pacto Internacional de Derechos 


Económicos, Sociales y Culturales, art. 11 inc. 1"); el derecho 


de toda persona "a un nivel de vida adecuado que le asegure, asi 


como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la 


alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y 


los servicios sociales necesariosu (Declaración Universal de De­


rechos Humanos, art. 25}; El derecho de toda persona '\a que su 


salud sea preservada por medidas sanitarias y sociales, relati­


vas a la alimentación, el vestido, la vivienda y la asistencia 


médica 1 correspondientes al nivel que permitan los recursos 


públicos y los de la comunidad (Declaración Americana de los De­


rechos y Deberes del Hombre, art. XI). 


Por su paYte, en la Convención Interamericana para la 


eliminación de todas las formas de discriminación contra las 


personas con discapacidad -aprobada en nuestro por la ley 


25.280, publicada en el B.O. del 4 de agosto de 2003- se estipu­


la que los Estados Parte, a fin de lograr los objetivos de la 


convención1 se comprometen a adoptar medidas " ... para eliminar 


progresivamente la discriminación y promover la integración por 


parte de las autoridades gubernamentales y/o entidades privadas 


en ::.a prestación o suministro de bienes, servicios, instalacio-
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Gobierno Oe la Ciudad de Buenos 
Aires s/ amparo. 


nes, programas y actividades, tales como ( ... ) la vivienda" 


(art. 3•). 


En la Convención sobre los derechos de las Personas 


con Discapacidad ~aprobada por la Argentina mediante la ley 


26.378, publicada en el B.O. del 9 de junio de 2008-, se recono­


ce el derecho de las personas con discapacidad a la protección 


social y a gozar de ella sin discriminación por discapacidad, 


debiendo los Estados adoptar las medidas para proteger y promo­


ver el ejercicio de este derecho, entre ellas "asegurar el acce­


so de las personas con discapacidad a programas de vivienda 


pública" (art. 28, ap. 2, especialmente punto d). 


Asimismo, se establece que los Estados Partes tomarán 


"todas las medidas necesarias para asegurar que todos los niños 


y las niñas con discapacidad gocen plenamente de todos los dere­


chos humanos y libertades funda:r.entales en igua:dad de condicio­


nes con los demás niños y niñas", debiendo tenerse especial con­


sideración por la protección del interés superior del niño (art. 


7• apartados 1 y 2). 


En el orden interno, se han dictado numerosas normas 


sobre la materia tales como la ley 24.901 y 22.431 entre otras, 


que especialmente se refieren a la atención y asistencia inte­


gral de la discapacidad. 


11) Las pautas antes señaladas son las que gobiernan 


la causa sub examine, por lo que frente al pedido aquí formulado 


de una vivienda digna, la ciudad debió haber tratado a la actora 


y a su hijo de un modo distinto al establecido en el régimen ge-
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nera:, en atención a las graves patologías que este último pade­


ce. Es que involucrando el tema habitacional a las prestaciones 


financiadas con dinero público, la demandada no podía prescindir 


al delinear sus políticas de la condición especial que revisten 


las personas con discapacidad. 


De modo tal, que resultaba irrazonable incluir a la 


señora S. Y. Q. C. y al niño dentro del mismo grupo en el que se 


encuentran otras personas sin discapacidad a los efectos de 


aplicar a todas idénticas restricciones presupuestarias. 


Dicha he~enéutica, se apoya en que el gobierno local 


en su carácter de administ:-ador de fondos públicos, tie:1e coi:":pe~ 


tencia para redistribuir, es decir transferir o asignar di:1ero 


para ciertos y especiales grupos de personas. 


12) En la medida que la decisión adoptada por la ac­


cionada en relación con la peticionar.te y su hijo no ha seguido 


las anteriores directrices, ya que se limitó a ofyecer las mis­


mas prestaciones que al resto de las reside:r:tes de 2a ciudad, 


corresponde obligarla a que atienda la problemática de vivienda 


planteada en autos a partir de la aplicación de la regla de dis­


tribución señalada en e: considerando ar.terior. 


Ello asi, dado que sólo le corresponde a es~e Tribu­


nal en función de su competencia apelada, establecer en el caso 


el enfoque con el que la demandada debió haber abordado e1 re­


clamo de .=_a act.ora para hacer efectivo S'J. derecho constitucional 


a una vivienda digna en función de su carencia absoluta de re­


cursos económicos y la severa discapacidad del lo que no 


incluye la determinación de la prestación que debe otorgársele 
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ni su cuantificación en términos económicos~ En consecuencia, es 


el gobierno local quien deberá establecer la modalidad que adop­


tará para cumplir el compromiso a su cargo en el marco de las 


lineas interpretativas fijadas en el presente voto. 


Por todo lo expuesto, oida la señora Procuradora Fiscal, se 


declara admisible la queja, procedente el recurso extraordinario 


interpuesto y se revoca la sentencia apelada con el alcance in-


dicado en fallo. Notifiquese y devuél-


vase. 


CARMEN M. AR 
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Recurso de hecho interpuesto por S. Y. Q. C. 1 por derecho propio y en repre­
sentación de au hijo menor J. H. Q. C., patrocinada por el señor Defensor Ge­
neral del Minia tario PUblico de la Ciudad de Buanoa Aires, Or. Mario Jaime 
Kestel.bo:i.m. 


Tribunal de origen: Tr:i.bunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires. 


Tribunales que intervinieron con anterioridad: Cámara en lo Contencioso Admi­
nistrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Airee, Sala II. 
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